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Buenas tardes,
Distinguidos miembros del Comité de Derechos de las Personas con Discapacidad de Naciones Unidas,
Señor Presidente, 
Señor Secretario, 
Señores y señoras,
Es un alto honor para el Comité Español de Representantes de Personas con Discapacidad (CERMI) comparecer ante este Comité de Derechos a fin de participar en el proceso de revisión de España a propósito de la aplicación por este país, en el período 2008-2010, de la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. Pretendemos aportar la visión de la sociedad civil española articulada en torno a la discapacidad, que deseamos sirva de contraste al informe oficial presentado por el Estado español a través de su Gobierno.  
En nombre del CERMI, comparezco yo, Luis Cayo Pérez Bueno, como su presidente y agradezco la atención e interés del Comité a nuestra exposición y trabajos.
CERMI se presenta ante este Órgano en una doble condición: como plataforma unitaria representativa de la sociedad civil española de la discapacidad, que agrupa a más de 7.000 asociaciones y entidades, que tiene una larga tradición de cooperación con el sistema de Naciones Unidas; y también como uno de los mecanismos independientes para promover, proteger y supervisar en España la Convención, a los efectos del artículo 33,2 del Tratado. Hasta ahora, en mi país, hay designados dos mecanismos independientes: uno es el Defensor del Pueblo y el otro es el CERMI.
Mi Entidad ha aportado a este Comité, siguiendo los cauces y formalidades establecidos, informe alternativo al del Estado español sobre el balance de aplicación de la Convención en España en el período 2008-2010, así como documentación complementaria sobre determinados extremos que hemos considerado de especial trascendencia. 
Dado el tasado tiempo de esta intervención, no expondré ese informe en su integridad, sino que me limitaré a formular un juicio genérico sobre la aplicación de la Convención en España y poner el acento en aquellos aspectos que por suponer, a juicio de la ciudadanía española con discapacidad, una violación más intensa de los derechos reconocidos a las personas con discapacidad por la Convención, precisarían de unas recomendaciones de actuación y subsanación más firmes por este Comité, a fin de que el Reino de España avance significativamente en un tiempo razonable en el cumplimiento del Tratado. Tengan por reiterado lo expresado en la información por escrito elevada a este Comité.
Con objeto de contextualizar la situación de España, tanto global, como en lo referido a discapacidad, deseo exponer algunos datos de interés:
España (global) Datos 2010
47 millones de habitantes
12 puesto en la clasificación internacional por producto interior bruto
25 puesto en la clasificación internacional de países por renta per cápita
20 puesto en el índice de desarrollo humano de Naciones Unidas 
España (discapacidad) Datos 2008
4,12 millones de personas con discapacidad en total (9% de la población)
3,85 millones de personas con discapacidad residen en hogares. De ellas, 2,23 millones tienen más de 65 años; y 2,30 millones son mujeres
269.400 personas con discapacidad residen en centros colectivos. De ellas, 222.500 tienen 65 años o más
En un total de 3,3 millones de hogares españoles (el 20% del total) reside al menos una persona con discapacidad
Juicio general España
Desde la recuperación de la democracia en España, en 1978, y en gran parte debido a la presión e incidencia de las propias personas con discapacidad a través de sus movimientos sociales, se ha avanzado apreciablemente en el reconocimiento de derechos y en la inclusión social y pertenencia a la comunidad de estas personas, en comparación con la situación de partida; este progreso se ha acelerado en los últimos 15 años, con mejoras notables en la legislación, en las políticas públicas, en la presencia social y en la toma de conciencia comunitaria. No obstante, las personas con discapacidad en España, aún siguen siendo un grupo social sometido a situaciones estructurales y coyunturales de exclusión social, con enormes dificultades para ejercer sus derechos y libertades fundamentales, en términos equiparables al resto de ciudadanía sin discapacidad.
Desde la sociedad civil, hemos de afirmar que en España, a esta fecha, no están garantizados los derechos de las personas con discapacidad reconocidos en la Convención; de hecho, hay esferas críticas donde estos derechos son vulnerados y conculcados, lo cual resulta inaceptable y debe cesar. Se necesitan aún legislaciones, políticas, prácticas y un cambio de actitud social para que la aplicación de la Convención sea real y efectiva.
Juicio sobre vulneraciones e incumplimientos
De forma resumida, los incumplimientos más graves pasan por la vigencia de legislación interna –nacional y regional- incompatible con los principios, valores y mandatos de la Convención; permanencia de prácticas y criterios de acción política y administrativa contrarios al Tratado internacional; persistencia de políticas públicas de discapacidad segregadoras y desarrolladas desde una concepción asistencialista que no promueven la vida independiente y el derecho a ser incluido en la comunidad; entornos, productos y servicios que intensifican la exclusión por razón de discapacidad por carencia de accesibilidad universal y diseño para todas las personas; insuficiencia de los apoyos y prestaciones públicos para asegurar un nivel de vida digno; ausencia de medidas eficaces para la toma de conciencia sobre la discapacidad y la diversidad humana enriquecedora que supone. Estas son algunas de las dimensiones que desde el CERMI señalamos como especialmente preocupantes.
Incumplimientos particulares
Como situaciones de incumplimiento particulares que se producen en España, extractadas del Informe en la sombra presentado por el CERMI, me permito llamar la atención del Comité, para que las examine con especial celo, sobre las siguientes: 
· No garantía de la igual capacidad legal de las personas con discapacidad (violación del artículo 12 –igual reconocimiento de persona ante la Ley-).

· Admisión en la legislación española de la posibilidad de acordar internamientos forzosos por razón de discapacidad, en especial, por discapacidad psicosocial (violación de los artículos 14 -libertad y seguridad de la persona- y 19 –derecho a ser incluido en la comunidad-).

· Admisión en la legislación penal española de la posibilidad de la esterilización forzosa de personas con discapacidad incapacitadas judicialmente (violación de los artículos 17 –integridad personal- y 23 -respeto del hogar y de la familia-).

· Posibilidad de privar del derecho de sufragio (derecho al voto) a las personas con discapacidad incapacitadas judicialmente o ingresadas en establecimientos de salud mental (violación del artículo 29 –participación política-).

· Persistencia en la legislación educativa española, sin perspectivas de cambio próximo dirigido a su acomodación a la Convención, de modalidades y estructuras de enseñanza no inclusiva, que segregan a parte del alumnado con discapacidad en dispositivos separados y específicos. Además, se produce la imposición por parte de las administraciones educativas al alumnado y a sus progenitores de la modalidad de enseñanza, sin capacidad de libre elección (violación del artículo 24 –educación inclusiva-).  

· No existencia de un marco amplio, flexible, suficiente y opcional de apoyos, recursos y prestaciones que garanticen la libertad de elección, la vida independiente y el bienestar social óptimo de las personas con discapacidad (violación de los artículos 19 –derecho a ser incluido en la comunidad-; 26 –habilitación y rehabilitación- y 28 –nivel de vida adecuado y protección social-).

· No garantía por parte de la legislación española del derecho a una vivienda adecuada, libre de barreras, accesible y asequible (violación de los artículos 28 –nivel de vida adecuado- y 18 –libertad de desplazamiento-).  

· La exclusión dentro de la exclusión. Insuficiente presencia en  las políticas generales de discapacidad de la dimensión transversal referida a mujeres y niñas; infancia; grupos étnicos; población residente en el medio rural; reclusos con discapacidad; personas inmigrantes, etc. (violación de diversos artículos 6, 7…). 

· No garantía de que la Convención se cumpla en todos los niveles de poder del Estado parte –nivel nacional y nivel regional-. Existen más dificultades para asegurar la aplicación en el nivel regional, al gozar las regiones en España de una gran autonomía política y legislativa (violación de artículo 4,5 –obligación general-).

· Debilidad de los mecanismos y cauces para la participación de las personas con discapacidad a través de sus organizaciones en los procesos de toma de decisiones públicas –legislaciones y políticas- (violación del artículo 4,3).  

· Ausencia de medidas inmediatas, efectivas y pertinentes para la toma de conciencia (violación del artículo 8). 
Se trata de un relación en absoluto exhaustiva (me remito al informe escrito), que subraya solo las vulneraciones con más carga violatoria o que son más críticas para los derechos o la inclusión social de las personas con discapacidad en España. 
Concluyo ya, señor Presidente. Como sociedad civil española de la discapacidad, confiamos plenamente en las deliberaciones y decisiones de este Comité, que en el caso del examen del Reino de España se traducirán en recomendaciones y sugerencias de acción al Estado parte que serán de gran utilidad y eficacia para la mejor aplicación de la Convención en la esfera nacional y, lo que es más relevante aún, para la mayor garantía de los derechos de las personas con discapacidad de mi país. 
Sus condiciones de vida y de ciudadanía y su inclusión en la comunidad se verán así notablemente ampliadas.
Muy agradecido por la atención de este Comité; señor Presidente, señoras y señores miembros quedo a las cuestiones, preguntas, consideraciones o apreciaciones que tengan a bien hacerme.
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